

Honorable Cámara de Diputados

                                Provincia de Buenos Aires

EL SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1: Modifícase el inciso b) del artículo 19 de la ley 11.757, el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“b)  Por cada año de antigüedad en la Administración Pública, se traten de servicios nacionales, provinciales o municipales, se computará un uno por ciento de valor de las unidades retributivas asignadas al nivel respectivo, a partir del 1 de enero de 1996. Es decir, no afectará los porcentajes adquiridos por antigüedad al 31 de diciembre de 1995.

No obstante, cada municipio podrá abonar adicionales superiores al uno por ciento (1%), siempre y cuando lo permita su situación económico-financiera y no tome créditos con destino al pago de salarios.”.  
DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA

Artículo 2: Exímese de responsabilidad legal, económica, administrativa y contable a los intendentes, concejales y funcionarios municipales que, hasta la entrada en vigencia de esta ley, hayan dictado y/o puesto en aplicación actos por los cuales autorizan incrementos en los sueldos de los trabajadores en concepto de bonificación y/o adicional por antigüedad en un porcentaje superior al que se encuentra previsto en el primer párrafo de este artículo.  

Artículo 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
El presente proyecto tiene por finalidad restituir a los gobiernos municipales la facultad de otorgar a sus agentes un adicional por antigüedad superior al 1% que establece la legislación actual. 

Vale señalar que a partir de la sanción de la ley 11.757, en diciembre de 1995, los municipios quedaron obligados a pagar un máximo de un 1% de adicional por antigüedad, lo cual afectó los salarios de los trabajadores de numerosos distritos que, antes de la mencionada ley, percibían beneficios por antigüedad por encima del 1%. De hecho, en muchos municipios se pagaba el 3%. 

En realidad, en el texto original del inciso b) del artículo 19 de la ley 11.757 se facultaba a los municipios, bajo ciertas condiciones financieras, a abonar adicionales superiores al 1%. 
Sin embargo, el decreto de promulgación vetó esa facultad, obligando a los gobiernos municipales a adecuarse al tope fijado en el primer párrafo del artículo. 

Lo cierto es que pese al tope establecido en la 11.757, varios municipios decidieron abonar el beneficio por antigüedad en porcentajes mayores al 1%. 

En consecuencia, y a los efectos de salvaguardar la responsabilidad de los funcionarios municipales que dispusieron tales incrementos (esencialmente, intendentes y concejales), esta Legislatura sancionó las leyes 13.606, 13.995 y 14.406. 
A través de las mismas se eximió de responsabilidad legal, económica, administrativa y contable de los funcionarios que habían autorizado e implementado los referidos incrementos. 
De no haber sido por tales normas, los funcionarios hubieran podido sufrir las sanciones previstas en la Ley Orgánica de las Municipalidades. 

Sin embargo, ello no fue sino soluciones parciales que, en el fondo, continúan dejando la suerte de los funcionarios supeditada a leyes futuras que los dispensen de responsabilidad. Un absurdo. 
Por ello, se torna necesario volver a un texto similar al que tenía la ley al momento de su sanción a fin que los municipios, si se encuentran en condiciones financieras de hacerlo, abonen a sus agentes mejores salarios, sin con ello comprometer la responsabilidad de sus funcionarios. 
Resulta oportuno recordar que la ley 11.757 viene siendo discutida política, gremial y jurídicamente desde su misma sanción, lo cual condujo a que en esta Legislatura se debatiera en reiteradas oportunidades su derogación. 
Cabe citar en ese sentido los proyectos de derogación impulsados, entre otros, por los diputados Rubén García y Marcelina Pérez de Ibarra, como emblemas de una disputa política que aún no se encuentra dirimida. También cabe mencionarse el proyecto de derogación impulsado por el diputado Jorge Mancini que aún mantiene estado parlamentario. 
Algunos legisladores, como García y Pérez de Ibarra, sostienen que deben volver a entrar en vigencia las ordenanzas municipales que regían las relaciones laborales entre los municipios y sus agentes hasta la sanción de ley 11.757. Otros, como Mancini, proponen una nueva legislación provincial que regule las relaciones laborales de los trabajadores municipales. 

De una u otra forma, todas esas iniciativas coinciden en un mismo objetivo: la necesidad de derogar la ley 11.757. 

Sin embargo, hasta tanto no se proceda a la derogación, es necesario ir adoptando soluciones legislativas en las disposiciones más cuestionadas de la ley.  

En consecuencia, la presenta iniciativa restituye la potestad municipal de abonar el adicional por antigüedad por encima del 1%. Y, complementariamente, dispensa de responsabilidad a los funcionarios que hubieren autorizado incrementos con posterioridad de la ley 14.406. 
Modificar el texto del artículo 19 no sólo permitirá que numerosos municipios recuperen derechos que les fueron quitados con la ley 11.757, sino también que los funcionarios que así lo dispongan procedan con la tranquilidad de actuar conforme a derecho para no necesitar de una ley posterior que los limpie de culpa y cargo. 
Es por lo expuesto que solicito el voto afirmativo de los Sres. legisladores al presente proyecto de ley.
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